Sr. Presidente (Pampuro). – Tiene la palabra el señor senador Sanz. 

Sr. Sanz. – Señor presidente: me había quedado absorto escuchando el brillante discurso de Rubén Giustiniani.
Quiero que mis primeras palabras sean de agradecimiento. Después de todas estas  semanas de intenso debate y vínculo con distintas personas, quiero agradecer a quienes con buena fe, con una sincera vocación de participar e involucrarse, se han acercado a mí  –seguramente, a todos los senadores también–  para alcanzarme sus opiniones; sus trabajos intelectuales y científicos; a veces, simples consejos, con posturas a favor y en contra del proyecto de ley y, dentro de esos extremos, con propuestas de toda índole. 
Quiero agradecerles, porque todas esas  personas me han mostrado la cara de una Argentina racional, bienpensante, capaz de convertir a la sociedad en algo que, por lo menos para mí, es todo un desafío en estos años de democracia, que es pasar de la experiencia de sociedad mercadocéntrica, como lo hemos sido en alguna época, o quizás desde el otro extremo, una sociedad Estadocéntrica, a la sociedad ciudadanocéntrica. Me parece que este es un enorme desafío de la sociedad democrática; la sociedad ciudadanocéntrica desde una concepción humanista y democrática que pretendo representar y defender todos los días, en donde el ciudadano–persona sea el sujeto de derechos y obligaciones así como también de nuestros desvelos como su representante. 

También quiero agradecer, desde el respeto que no tuvieron,  a quienes trataron de llegar a mí pero no lo hicieron desde esa perspectiva de buena fe sino que lo hicieron con agravios, amenazas o descalificaciones. La verdad es que les agradezco haberme hecho saber una vez más que la Argentina tiene la asignatura, entre tantas pendientes, de luchar contra la intolerancia, contra el odio y contra el resentimiento. Dicho esto, voy a fundar mi voto.
Me posicioné en este tema desde sus comienzos con una doble intención. La primera fue brindar una respuesta jurídica a un  tema que, esencialmente, es de derechos y que entiendo que debe resolverse legislativamente, porque de no hacerlo, tengo la convicción de que, por nosotros, lo va a hacer la Justicia. Y si es así, en lo personal, me va a quedar como una gran deuda de responsabilidad social y política.
No es que aventure la opinión de que esto lo va a resolver la Justicia por nosotros porque sí, sino porque hoy, hay en los tribunales, y hasta en la propia Corte Suprema de Justicia de la Nación, casos que tienen que ver con esta cuestión. 
La segunda intención, además de la jurídica o de posicionarme como hombre de Derecho, es sostener esa respuesta jurídica con una definición de la sociedad a la que aspiro representar.  Entonces, la primera reflexión o la primera definición  que me hice es que el tema, para mí, es tratar de extender la regulación del matrimonio civil a las parejas del mismo sexo o, en otros términos, de habilitar el matrimonio como institución generadora de derechos civiles a las personas, con independencia de su orientación sexual.
Por lo tanto, estas dos palabras –“extender” o “habilitar”– suponen para mí el desafío de confrontar el proyecto con los principios jurídicos del Derecho argentino, que están en la primera parte de nuestra Carta Magna y en los tratados internacionales que tienen rango constitucional.  
El primer argumento vinculado con la Constitución se apoya en una interpretación del artículo 19, que hace mención a que las acciones privadas de los hombres  –en este punto, obviamente, no se refiere  solamente  al  género  “hombres”;  esto  está  claro–  que de ningún modo ofendan al orden ni a la moral pública, ni perjudiquen a un tercero, están solo reservadas a Dios y exentas de la autoridad de los magistrados.
Este artículo 19 ha sido interpretado ampliamente por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en fallos muy famosos, en todos los tiempos y prácticamente con todas las composiciones del Alto Tribunal. Fallos muy conocidos, famosos, por lo menos para el mundo jurídico son los recaídos en los casos Sejean, Bazterrica y Portillo. Y recientemente, la Corte lo recupera, o por lo menos retoma alguno de sus argumentos, en el caso Arriola, referido al último fallo de tenencia de estupefacientes.
La Corte liberal de los 80  –liberal en el sentido político de la palabra, no en el económico–, la democrática de 1983, así como la actual  –que tienen muchas similitudes y parecidos–, enfatizan que el artículo 19 de la Constitución está protegiendo la libertad individual, para diseñar y llevar a la práctica un plan de vida, nuestro plan de vida: el mío, el suyo, el de cualquiera de los que estamos acá o el de cualquiera de los ciudadanos argentinos. 

Cada uno de nosotros tiene la capacidad de discernir qué es lo mejor para cada uno, y este artículo 19 protege esas acciones privadas que de ningún modo afectan a terceros.
La interpretación de este artículo fue contradicha en algunos fallos de la década del 90 por sentencias realmente muy criticables, que no se apoyan en ninguna tradición interpretativa de la Constitución Nacional.
Fíjese qué paradoja, señor presidente: la Corte, en una época de liberalismo económico, que contradecía el liberalismo político de las mejores cortes de otras épocas. 
¡Qué paradoja! Digo que contradecían en fallos muy criticables que no se apoyan en ninguna tradición interpretativa de la Constitución Nacional y ello se puede reconstruir a través de la jurisprudencia de la Corte, en los casos que mencioné y en los que actualmente está decidiendo.  
Por eso es que entiendo que si nosotros, hoy, no fijamos una pauta legislativa, el Máximo Tribunal, por lo que ha dicho, por lo que viene diciendo, fácilmente va a llegar a conclusiones como a las que probablemente se pudiera llegar esta noche, si es que este proyecto de ley se aprueba.
Entiendo  que el artículo 19 protege el diseño y la realización de planes de vida autónomos, es decir, decididos autónomamente. Esto significa que no tolera ninguna imposición externa respecto de cómo debe ser vivida la vida de cada uno de nosotros.
Esta protección de la autonomía personal la establece el artículo 19 y la Corte  –insisto– elabora la interpretación de este artículo, en el sentido que lo estamos expresando, de manera que impide que el Estado identifique planes de vida ideales y pretenda plasmarlos en la legislación general. Lo repito porque me parece que es central: impide que el Estado identifique planes de vida ideales y pretenda plasmarlos en la legislación general.
Esto es lo que la doctrina y la jurisprudencia llaman interferencias estatales perfeccionistas, en el sentido de diseñar planes de vida ideales, que se consideran correctos y que se intentan plasmar en una legislación general imponible a todos.   

Este tipo de interferencias estatales perfeccionistas avanza, y esta es la conclusión sobre la protección constitucional de la autonomía personal. Hoy estamos hablando de esto, y lo dice el artículo 19 de la Carta Magna.
El otro argumento constitucional tiene que ver con el principio de igualdad, que se refleja en el artículo 16 de la Constitución Nacional, el cual básicamente señala que todos somos iguales ante la ley. Ahora bien, la pregunta es qué significa eso, porque obsérvese qué paradoja: he escuchado esta noche, en importantes alocuciones y en discursos muy sólidos desde todo punto de vista, que se han fundado posiciones en contra de esta norma, también, sobre la base del artículo 16 de la Constitución Nacional y, como veremos enseguida, con fundamento en los tratados internacionales que tienen jerarquía constitucional. Yo voy a exponer mi  visión al respecto o, por lo menos, cómo interpreto el artículo 16. O sea, qué significa para mí que todos somos iguales ante la ley. 
En tal sentido, nuevamente, me voy a apoyar en antiguas y muy consistentes interpretaciones de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, ya que el artículo 16 no nos dice que el Estado debe tratar a todas las personas del mismo modo, lo cual, por otra parte, sería absurdo. El Estado, permanentemente, tiene que hacer distinciones. No es eso, entonces, lo contrario al criterio de la igualdad. El Estado, permanentemente, formula distinciones.
No está bien, por ejemplo, que el Estado otorgue un registro de conducir a cualquier persona sino que está bien que lo provea a quienes aprueben un examen de conducción. Y como este ejemplo, hay millones de otras intervenciones en distintos ámbitos de la vida, como en todas las regulaciones estatales, que, en definitiva, establecen diferencias. 

Ahora bien, me parece que aquí, la discusión radica en determinar cuáles de esas distinciones están permitidas constitucionalmente. Me refiero a qué diferencias, desde el punto de vista constitucional, el Estado puede hacer entre las personas y cuáles no.  

Y aquí viene algo central. La Corte Suprema de Justicia de la Nación ha señalado en reiteradas  oportunidades que las distinciones que el Estado está autorizado a realizar en materia de regulación de derechos son las razonables. Es decir, los criterios que utilice el Estado para hacer diferencias entre las personas tienen que ser razonables. Aunque por supuesto, puede haber diferentes perspectivas sobre lo que es razonable. Entonces, vamos a desgranar, de alguna manera, el concepto. 
La Corte, también, ha elaborado aquí el significado de la razonabilidad en la Constitución Nacional. Y razonable es para  la Corte, según numerosos fallos, la relación de funcionalidad entre el requisito que imponemos y el fin buscado. Se refiere a los criterios que escojamos para hacer diferencias entre las personas, con el fin de otorgar derechos en forma diferenciada.
Por ejemplo, si yo impongo –con el ejemplo anterior– como requisito para otorgar un registro de conducir, el sexo de las personas, no estaré utilizando un criterio razonable, porque no hay ninguna relación de funcionalidad entre el requisito exigido y el fin buscado, el cual sería la regulación tendiente a que no nos atropellemos unos con otros en la calle conduciendo un vehículo. Para eso, necesitamos testear la capacidad y la habilidad de la persona para manejar, pero no su condición sexual. Entonces, la razonabilidad del criterio tiene que ver con la relación de funcionalidad entre el requisito y el fin buscado.  

Ahora bien, la pregunta que queda por responder es si el sexo de las personas o, mejor dicho, si el requisito de que dos personas tengan sexos diferentes para contraer matrimonio es razonable para lograr el fin de su regulación. Si no lo fuera, ese requisito sería, para mí y también para la doctrina de la Corte, inconstitucional por violar el artículo 16 de la Carta Magna.
Sinceramente, me detengo  en este punto, es decir, en el análisis de qué estamos regulando cuando lo hacemos respecto del matrimonio. Pero respecto de todas las justificaciones de la regulación del matrimonio  –y vuelvo al caso Sejean, que se refiere especialmente a los fines del matrimonio; en varios proyectos hay alusiones y, en todos los tratados internacionales, hay especificaciones sobre ese punto–, ninguna parece dejar  espacio para que el sexo diferente sea un requisito razonable en los términos constitucionales, tal cual interpreta la Corte.
En síntesis, señor presidente, creo que este juego entre la protección de la autonomía personal del artículo 19 y la protección de la igualdad ante la ley del artículo 16, es el que da fundamento y justifica una regulación como propone el proyecto que viene de la Cámara de Diputados.
Respecto de los tratados internacionales, la verdad es que aquí, cada cual podrá leer la parte que desee de ellos, tal como se ha dicho. Pero, a mi entender, en el artículo 2º de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; en los artículos 2º y 7º de la Declaración Universal de los Derechos Humanos; en el 24 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; en el 9º del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales –ley 23.313–, y en los artículos 2º, 5º y 26 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, en todos ellos, reconozco el principio de igualdad ante la ley.
Por eso, cuando el Estado le niega a un grupo de la población un derecho fundamental –y casarse lo es–, debe hacerlo por razones que se adecuen a los principios fundamentales del ordenamiento jurídico; de lo contrario, la distinción se convierte en una discriminación arbitraria. Estas no son palabras mías, pero sí que yo respaldo, de una jurista argentina –mendocina como yo–, la doctora Aída Kemelmajer de Carlucci, en cuyos trabajos y conceptos yo he encontrado sustento jurídico a mis convicciones políticas.
Reconozco sí que hay en todo este debate una tensión central, cual es la asimilación del concepto de igualdad de derechos a una palabra que tiene un fuerte contenido religioso, como lo es la palabra “matrimonio”, en tanto refleja uno de los sacramentos de la Iglesia Católica. No son cosas iguales. Desde hace un tiempo, en la Argentina, no son cosas iguales. 

El matrimonio católico es un sacramento y es indisoluble. En cambio, el matrimonio civil puede disolverse y acceden a él personas de distintas religiones y los que, inclusive, no tienen ninguna religión.
Señor presidente: mi obligación, por lo menos la que yo entiendo, es legislar para un Estado laico, otorgando derechos civiles a quienes no los tienen. Y ese también entiendo que es nuestro desafío. Pero en nuestro país, también hubo otros desafíos importantes en materia de derechos, para que no creamos que hoy estamos ante un momento tan trascendente como por allí aparece –aunque desde luego que lo es–, como el de Roque Sáenz Peña en 1912, el de Eva Perón en 1948 y el de Raúl Alfonsín en 1987. No fueron ni menores ni mayores que éste;  significaron desafíos a una idea de sociedad que, en su momento, no contemplaba la universalidad del voto, la participación electoral de la mujer y el derecho al divorcio vincular.
El año pasado  –y lo refrescó el senador Giustiniani, como autor del proyecto–, también hubo una decisión importante para la sociedad que, aunque no generó grandes debates, bajó la mayoría de edad de 21 a 18 años.
Señor presidente: todas estas decisiones representaron desafíos, pero nunca riesgos, nunca riesgos. Los riesgos no se corren cuando se amplían los accesos a un derecho, los riesgos se corren en una sociedad cuando se limitan los accesos a un derecho.
El riesgo puede correrlo el legislador que periódicamente se somete a la voluntad popular, como me lo han hecho saber algunos que avizoran nuestros futuros electorales. Pero ese riesgo no debe ser motivo para no aceptar un desafío, el desafío de construir la igualdad que reclamamos. El progreso social, el respeto a los demás, el reconocimiento a la diversidad, la tolerancia hacia lo distinto, la igualdad en la libertad sólo serán posibles en sociedades que acepten los desafíos y en legisladores que acepten ser arquitectos de ellos. Yo con absoluto respeto por todas las opiniones, con humildad pero con la enorme fortaleza de mis convicciones, pretendo ser uno de esos legisladores y así voy a votar.
Con mis últimas palabras como legislador de la provincia de Mendoza, quiero hacer una breve mención a mi representación territorial. Mendoza, mi provincia ha tenido en esta jornada una representación integral desde el punto de vista de que los tres senadores que la representamos hemos tenido distintas posiciones. Yo no sé cuántos mendocinos hoy están a favor o en contra de esta ley. No me he detenido a contarlos, tampoco esto ha tenido nada que ver con mi definición que, insisto, tiene que ver con mis convicciones. Sólo sé, señor presidente, que los que están a favor, sean muchos o pocos, han tenido esta noche con mi posición y mi voto, una debida representación.
